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Exp.- 1231/2019-2

	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

	EXPEDIENTE. 1231/2019/2

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTORA: **********

	DEMANDADAS: DIRECCION GENERAL DE GOBERNACIÓN DEL GOBIERNO DEL ESTADO, POR CONDUCTO DE SU DIRECTOR GENERAL, **********

	MAGISTRADO: MANUEL IGNACIO VARELA MALDONADO.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: OSCAR TORRES HERRERA


San Luis Potosí, S.L.P., a trece de marzo de dos mil veinte.
VISTO.- Para resolver en definitiva el juicio contencioso administrativo número 1231/2019/2, promovido por el C. **********, contra actos de la Dirección General de Gobernación del Gobierno del Estado, por conducto de su Director General, **********.
RESULTANDO
1.- Por escrito presentado ante este Tribunal el veinte de noviembre del dos mil diecinueve, el C. **********,**********por su propio derecho, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo en contra de la Dirección General de Gobernación del Gobierno del Estado, por conducto de su Director General, **********, respecto de los actos consistentes en:
“A).- La Resolución de fecha 30 de septiembre de 2019 emitida por el Director General de Gobernación C. **********, misma que se notificó personalmente al suscrito, hoy el actor, el día 14 catorce de octubre de 2019 dos mil diecinueve. Resolución que emergió de la Orden de Visita e Inspección, vigilancia y verificación ********** y del Acta de Inspección, vigilancia y verificación circunstanciada **********, levantada con motivo de la inspección verificada en el establecimiento denominado “**********” sito en Calle **********, el cual es una pequeña tienda de abarrotes (ANEXO 1 a este escrito). Nulidad que implica la cancelación de la multa indebida e ilegalmente se me impuso y demás sanciones que lleva imbíbitas (SIC) implícitas” 

“B).- La orden de Visita e Inspección, vigilancia y verificación ********** emitida por el referido señor **********, Director General de Gobernación, dirigida a “**********”, dando como domicilio ya señalado de este establecimiento. (ANEXO 2 a este escrito)”    

“C).- El Acta de Inspección, vigilancia y verificación circunstanciada **********, acción  de inspección que se verificó el día 17 de septiembre de 2019 por parte de una persona que dijo ser inspector de la Dirección General de Gobernación sin haberse identificado plenamente.” (ANEXO 3 a este escrito).

“D).- El Oficio ********** de fecha 30 de septiembre de 2019 signado por el C. **********, dirigido al señor **********, Secretario de Finanzas, pidiéndole aquél hacer efectiva una multa por la suma de $********** en contra de Propietario, Encargado y representante legal” Negocio: abarrotes con venta de cerveza “**********: porque, supuesta y falsamente dice, en lo atinente, el emisor del oficio mencionado: “…considerarse que infringió la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado.”.  Respecto de cuyo contenido, no sólo demando la declaración de nulidad, sino, además la restitución del numerario que importa la multa ahí señalada en el caso de cobro coactivo que es la intención del Oficio aquí en cita. (ANEXO 4 a este escrito).

2.- Mediante auto de fecha veintitrés de noviembre de dos mil diecinueve, se admitió a trámite la demanda, por lo que se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, para que dentro del plazo legal al efecto establecido en los artículos 238 y 240 del Código Procesal Administrativo para el Estado, contestara lo que a su derecho conviniera, así mismo, se ordenó correrle traslado al Secretario General de Gobierno del Estado, como superior jerárquico de la diversa autoridad demandada, Director General de Gobernación.
3.- Por proveído de fecha nueve de diciembre del dos mil diecinueve, se tuvo al C. **********en su carácter de Director General de Gobernación del Gobierno del Estado por contestando la demanda, ordenándose que se corriera traslado a la parte actora para los efectos legales que en su derecho correspondiera.
Por último se señalaron las once horas del dieciséis de enero del dos mil veinte, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo del Estado.
4.- En la fecha y hora señaladas, se llevó a cabo la audiencia final, sin la asistencia de las partes; en el desarrollo de la misma se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las que así lo ameritaron; acto seguido se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se tuvo a las partes por no formulando los mismos, finalmente se citó para su resolución.

.
CONSIDERANDO

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente Juicio Contencioso Administrativo conforme a lo dispuesto por los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1°, 2°, párrafo segundo y 7° fracción I, 9 fracción III, 24, 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, segundo párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad municipal de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.
En el presente caso comparece a juicio el C. **********, en su carácter de propietario de la tienda denominada “**********”, misma que fue objeto de los actos controvertidos en el presente juicio, de ahí que resulta innegable que el compareciente acredita su personalidad para comparecer a demandar en el presente juicio.

Ahora bien, respecto del C. **********, en su calidad de Director General de Gobernación en el Estado de San Luis Potosí, acreditó su personalidad con el nombramiento expedido a su favor, por el Oficial Mayor del Poder Ejecutivo, el cual obra a foja 32 del expediente en el que se actúa. 

A las documentales anteriormente referidas, se les otorga valor probatorio pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

TERCERO.- La Litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo es la legalidad o ilegalidad de: 

“A).- La Resolución de fecha 30 de septiembre de 2019 emitida por el Director General de Gobernación C. **********, misma que se notificó personalmente al suscrito, hoy el actor, el día 14 catorce de octubre de 2019 dos mil diecinueve. Resolución que emergió de la Orden de Visita e Inspección, vigilancia y verificación ********** y del Acta de Inspección, vigilancia y verificación circunstanciada **********, levantada con motivo de la inspección verificada en el establecimiento denominado “**********” sito en Calle **********, el cual es una pequeña tienda de abarrotes (ANEXO 1 a este escrito). Nulidad que implica la cancelación de la multa indebida e ilegalmente se me impuso y demás sanciones que lleva imbíbitas (SIC) implícitas” 

“D).- El Oficio ********** de fecha 30 de septiembre de 2019 signado por el C. **********, dirigido al señor **********, Secretario de Finanzas, pidiéndole aquél hacer efectiva una multa por la suma de $********** en contra de Propietario, Encargado y representante legal” Negocio: abarrotes con venta de cerveza “**********: porque, supuesta y falsamente dice, en lo atinente, el emisor del oficio mencionado: “…considerarse que infringió la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado.”.  Respecto de cuyo contenido, no sólo demando la declaración de nulidad, sino, además la restitución del numerario que importa la multa ahí señalada en el caso de cobro coactivo que es la intención del Oficio aquí en cita. (ANEXO 4 a este escrito).

CUARTO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda y de su ampliación a la misma, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
a).- En primer término se tiene que la parte actora señala como acto impugnado en su demanda el siguiente.

“D).- El Oficio ********** de fecha 30 de septiembre de 2019 signado por el C. **********, dirigido al señor **********, Secretario de Finanzas, pidiéndole aquél hacer efectiva una multa por la suma de $********** en contra de Propietario, Encargado y representante legal” Negocio: abarrotes con venta de cerveza “**********: porque, supuesta y falsamente dice, en lo atinente, el emisor del oficio mencionado: “…considerarse que infringió la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado.”.  Respecto de cuyo contenido, no sólo demando la declaración de nulidad, sino, además la restitución del numerario que importa la multa ahí señalada en el caso de cobro coactivo que es la intención del Oficio aquí en cita. (ANEXO 4 a este escrito).

En ese sentido se considera que en la especie, se  actualiza la causal de improcedencia a que se refiere la fracción XI del artículo 228 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí en relación con el artículo 7º fracciones I y XI de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa:

Lo anterior, debido a que dicha actuación no corresponde a ninguno de los supuestos de procedencia del juicio de nulidad a que se refieren las fracciones I y XI del artículo 7 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa,                       que establece la competencia de este Órgano de legalidad, misma que dicta lo siguiente: 

Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa.

“ARTÍCULO 7º. El Tribunal conocerá de los juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos siguientes: 

I. Las controversias de carácter administrativo y fiscal derivadas de actos o resoluciones definitivas, o que pongan fin a un procedimiento, que dicten, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar en agravio de los particulares, las autoridades del Poder Ejecutivo Estatal, de los municipios del Estado, así como de los organismos públicos descentralizados estatales y municipales, cuando los mismos actúen como autoridades; 

…

XI. Las dictadas por las autoridades administrativas que pongan fin a un procedimiento administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, en los términos del Libro Segundo del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí; 

…”
”.

De las disposiciones anteriormente citadas, se desprende que las Salas del Tribunal conocerán de los juicios que se promuevan en contra de actos y resoluciones de las Autoridades del Poder Ejecutivo del Estado, de los municipios, y de los organismos descentralizados estatales y municipales cuando éstos actúen como Autoridad; así como de las dictadas por las autoridades administrativas que pongan fin a un procedimiento administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, en los términos del Libro Segundo del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí; por lo que necesariamente se requiere de que exista una actuación definitiva por parte de una autoridad en la que determine, ordene o ejecute un agravio al interés jurídico del particular y que constituya por ende una resolución o acto definitivo, que permita a esta Sala Unitaria emitir un pronunciamiento en la medida que uno de los objetivos del juicio de nulidad es analizar la legalidad o ilegalidad de los actos de autoridad.
De esta manera, tenemos que por regla general el juicio de nulidad, es un medio de defensa que el particular puede interponer cuando  ve afectada su esfera jurídica, por algún acto o resolución emitida por una autoridad estatal, municipal o de un organismo descentralizado, a efecto de que el Tribunal de Justicia Administrativa dirima la controversia planteada y determine si la actuación de la autoridad administrativa se ajustó a los lineamientos legales que regulan su actuación, incluyendo como una afectación susceptible de ser impugnada, de lo que se sigue que su jurisdicción es restringida, es decir, su procedencia está sujeta a que el acto de autoridad que se pretenda impugnar constituya un “acto o resolución definitiva” dictadas por las autoridades administrativas que pongan fin a un procedimiento administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, en los términos del Libro Segundo del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, de las previstas por las fracciones I y XI del artículo 7 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa y ese acto o resolución además cause un agravio personal y directo al particular en su esfera jurídica.
Es decir, el acto impugnado, referente a la orden de pago dirigida a la Oficina Recaudadora de Finanzas, emitida por el Director General de Gobernación, de fecha treinta de septiembre de dos mil diecinueve, es meramente una orden de cobro, respecto de la infracción impuesta a la parte actora por infracción a la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado; además de que no reúne las características de resolución administrativa a que se refiere el artículo 3° en su fracción XX del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que no se trata de un acto administrativo que pone fin a un procedimiento de manera expresa, que decide todas y cada una de las cuestiones planteadas por los interesados o previstas por las normas. En ese sentido la norma legal de referencia dispone lo siguiente:
ARTÍCULO 3º. Para los efectos de este Código se entiende por: 

…XX. “Resolución Administrativa: acto administrativo que pone fin a un procedimiento de manera expresa, que decide todas y cada una de las cuestiones planteadas por los interesados o previstas por las normas; tendrá igualmente ese carácter para efectos de su impugnación, la negativa ficta en caso del silencio de la autoridad competente;…”

Por lo que se puede concluir, que el oficio que pretende impugnar la parte actora, en el presente juicio, se hace consistir en una orden de cobro, que se emite entre diversas autoridades, la cual en el presente asunto es derivada del acta elaborada por personal de inspección de fecha diecisiete de septiembre del dos mil diecinueve, en la que se determinó que el negocio de la parte actora se encontraba controvirtiendo las disposiciones legales de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado, por lo que es de determinarse que dicha orden de cobro, no se encuentra sujeta a los principios de fundamentación y motivación, previstos en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,  ello en virtud de que no fue emitida con el propósito de afectar la esfera jurídica del gobernado; pues se trata  de un documento emitido de una autoridad a otra, cuyo objeto es hacer saber a la autoridad exactora correspondiente que puede cobrar el importe de una sanción pecuniaria determinada en una resolución administrativa por la comisión de una infracción; siendo en todo caso esa resolución administrativa la que debe de contener tales requisitos formales, por ser la que provocaría una molestia en la esfera jurídica del gobernado, y en todo caso sería un acto impugnable dentro del juicio de nulidad ante esta Sala Unitaria, resultando aplicable la siguiente tesis aislada:

“Época: Novena Época, Registro: 175530, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIII, Marzo de 2006, Materia(s): Administrativa, Tesis: I.15o.A.46 A, Página: 2057 

ORDEN DE COBRO DE UNA MULTA DERIVADA DE UNA FALTA ADMINISTRATIVA. SU EMISIÓN NO SE ENCUENTRA REGIDA POR LA GARANTÍA DE FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, PORQUE NO ESTÁ DESTINADA A AFECTAR LA ESFERA JURÍDICA DE LOS GOBERNADOS.

La emisión de la orden de cobro de una multa derivada de una infracción administrativa, no se encuentra sujeta a la satisfacción de los requisitos de fundamentación y motivación previstos en el artículo 16 constitucional, en tanto que no está destinada a afectar la esfera jurídica de los gobernados, pues sólo tiene por objeto hacer saber a la autoridad exactora correspondiente que puede cobrar el importe de una sanción pecuniaria determinada en una resolución administrativa por la comisión de una infracción de esta índole; siendo en todo caso esa resolución administrativa la que precisa de la satisfacción de tales requisitos formales, por ser la que provoca molestia en la esfera jurídica del gobernado. De lo que se sigue que la circunstancia de que en la orden de cobro de la multa no se plasme ninguna circunstancia de modo, tiempo o lugar relacionada con la falta administrativa, de ninguna manera implica violación a la garantía de fundamentación y motivación.

DÉCIMO QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.”

En resultado de lo anterior, y por virtud de actualizarse la causal de improcedencia a que se contrae la fracción XI del artículo 228 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí en relación con el artículo 7º fracciones I y XI de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, en consecuencia legal procede decretar el sobreseimiento del acto consistente en “El Oficio ********** de fecha 30 de septiembre de 2019 signado por el C. **********, dirigido al señor **********, Secretario de Finanzas, pidiéndole aquél hacer efectiva una multa por la suma de $********** en contra de Propietario, Encargado y representante legal Negocio: abarrotes con venta de cerveza…”, documental que obra a foja 20 del expediente en el que se actúa.
b).- En segundo término se debe de manifestar, que en el presente juicio, también se actualiza parcialmente la improcedencia prevista en el artículo 228, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, el cual dicta de la siguiente manera:**********“Artículo 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos:

…

II. Que no afecten los intereses jurídicos o legitimos del actor;

…”

En primer término, cabe precisar que en términos de lo dispuesto por el artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, cuando el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, deberá acreditar su interés jurídico exhibiendo la concesión, licencia, permiso, autorización o aviso correspondiente.

En otra parte, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha definido que cuando el particular acude a juicio sin contar o exhibir alguno de los mencionados documentos que acredite tal interés, en caso de que además de la orden y los actos del procedimiento respectivo, se controvierta la sanción impuesta, el Tribunal deberá ceñirse al estudio de la legalidad de esa sanción, sin poder analizar los actos preliminares de verificación que le antecedieron y el consecuente procedimiento administrativo.

Ello, conforme a lo establecido en el siguiente criterio jurisprudencial:

Época: Novena Época, Registro: 165594, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Enero de 2010, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 253/2009, Página: 268 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO FEDERAL. CUANDO SE IMPUGNA LA RESOLUCIÓN POR LA QUE SE IMPONE UNA SANCIÓN, ANTE LA FALTA DE CONCESIÓN, LICENCIA, PERMISO, AUTORIZACIÓN O AVISO DE ACTIVIDADES REGULADAS, EL TRIBUNAL DEBE CEÑIRSE, EN SU CASO, AL ESTUDIO DE LA LEGALIDAD DE LA SANCIÓN IMPUESTA.- Conforme al artículo 34, párrafo segundo, de la Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, cuando el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, esto es, de aquellas que requieran de concesión, licencia, permiso, autorización o aviso para su ejercicio, deberá acreditar su interés jurídico, y de no cumplir con ese requisito el juicio será improcedente, por disposición expresa del artículo 72, fracción XI, del mismo ordenamiento, el cual prevé como causa de improcedencia del juicio ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, no acreditar el interés jurídico, en los casos a que alude el segundo párrafo del referido artículo 34. Sin embargo, cuando el actor además reclame una sanción impuesta sin contar con la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso, el Tribunal deberá ceñirse al estudio de la sanción, sin poder analizar los actos preliminares de verificación que le antecedieron, como pueden ser el acta de inicio y el consecuente procedimiento administrativo sancionador, porque esos actos sólo puede controvertirlos quien cuente con interés jurídico, por lo que resultan inoperantes los argumentos vertidos al respecto; y aunque es cierto que en la jurisdicción contencioso administrativa del Distrito Federal basta con tener un interés legítimo para poder accionar, según lo establece el párrafo primero del indicado artículo 34, esta regla no es absoluta, pues admite como única excepción que la pretensión del actor consista en obtener una sentencia que le permita continuar realizando actividades reguladas, supuesto en el cual la ley condicionó la posibilidad del estudio de este acto a la existencia del documento que acredite su interés jurídico, estableciendo incluso la improcedencia del juicio cuando no se exhibiere. 
Por tanto, conforme al criterio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para poder impugnar alguna resolución derivada de una actividad reglada, es decir, de aquellas que para su desempeño es necesario que el particular cuente con la concesión, licencia, permiso, autorización o aviso para su ejercicio; se requiere que los particulares al acudir a juicio exhiban su respectiva autorización, licencia o permiso según se trate, como un requisito indispensable para acreditar su interés jurídico con motivo de la acción intentada de manera tal que, cuando el particular que acude a juicio no cuente y/o no exhiba dicha autorización, permiso o licencia según se trate; sólo podrá ser materia de impugnación en estos casos; la sanción que le haya sido impuesta. 

En el caso que nos ocupa, si bien es cierto que la parte actora no acreditó contar con la licencia para la venta de bebidas alcohólicas establecida en el artículo 3 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, para la realización de una actividad reglada; también lo es que al haber controvertido en esta vía jurisdiccional, la resolución definitiva precisada en el inciso A) de sus actos impugnados, mismo que ha sido transcrito con anterioridad, mediante la cual le imponen diversa sanción por dicha situación; es de considerarse que conforme al criterio jurisdiccional invocado con anterioridad, no habría impedimento legal para que esta Sala Unitaria analice la legalidad o ilegalidad de la sanción impuesta en dicha resolución.

Lo anterior es así, ya que en el presente juicio el actor se encuentra reclamando la multa que le impusieron en la resolución impugnada; la cual, que si bien deriva de la Orden de Inspección y del Acta de Inspección Circunstanciada, constituye una excepción que obliga a este Sala Unitaria a ceñirse al estudio de la multa, conforme a los conceptos o argumentos encaminados a combatirla, sin poder analizar aquéllos enderezados en contra de los actos preliminares de verificación que le antecedieron, como es la Orden de Visita e Inspección, el Acta de Verificación Circunstanciada, y el consecuente procedimiento administrativo sancionador; porque estos actos sólo pueden ser controvertidos por quien exhiba la documentación que lo legitime para ello, o sea, los argumentos que impugnan dichos actos solo pueden estudiarse de fondo si el demandante acredita su interés jurídico, con la licencia o autorización expedida a su nombre por la autoridad competente, que lo legitime para la actividad que se ejerce en el establecimiento objeto de verificación y en donde se impuso la multa; lo cual como se ha sostenido en párrafos que preceden, no acreditó el interesado.

Por tanto, lo único que será motivo de análisis en el fondo de esta controversia será la resolución precisada en el inciso A) de sus actos impugnados, misma que se ha transcrito con anterioridad, y la cual se hace consistir en la resolución de fecha treinta de septiembre de dos mil diecinueve emitida por el Director General de Gobernación, y, no aquellos elementos ajenos o distintos a ella, como lo son a la prohibición para que se lleve a cabo la venta o suministro de bebidas alcohólicas dentro del establecimiento de la parte actora, así como la orden de inspección, Vigilancia y Verificación y el acta de inspección circunstanciada, de lo que se sigue, que esta Sala Unitaria únicamente examinará los conceptos de impugnación formulados en contra de la citadas resolución –en lo referente a la multa-, sin analizar aquéllos otros argumentos que se encuentren dirigidos a controvertir actos diversos.

Motivo por el cual es de decretar el sobreseimiento parcial de este juicio respecto de la orden de inspección, vigilancia y verificación y el acta de inspección circunstanciada que dieron origen a la resolución impugnada –los cuales fueron identificados con los incisos B) y C)  de sus actos impugnados, y los cuales fueron transcritos con anterioridad-.
Al actualizarse una causal de sobreseimiento derivada de que la promovente no acreditó su interés jurídico en términos del párrafo tercero del artículo 231, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; lo que actualiza las diversas causas de improcedencia y sobreseimiento establecidas en los numerales 228, fracción II, y 229, fracción II, del mismo Código, que establecen lo siguiente:

“ARTÍCULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos:

…

II. Que no afecten los intereses jurídicos o legítimos del actor;

…

ARTÍCULO 229. Procede el sobreseimiento del juicio:

…

II. Cuando durante la tramitación del procedimiento sobreviniere alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo anterior;

…”

Máxime que en virtud de no acreditar dicho interés jurídico con las documentales correspondientes (licencia o refrendo), la presente sentencia no podría tener el alcance de que se le permitiera a la accionante el realizar una actividad reglada.
QUINTO.- Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito de demanda, se localizan de la foja de la 04 a la 06 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. 

Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J.58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a. /J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- En primer término se debe de hacer mención, que tal y como se ha manifestado en el considerando CUARTO de la presente resolución, la parte actora no acompañó a juicio la licencia para la venta de bebidas alcohólicas, prevista en el artículo 3º de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí expedida a su favor por parte de autoridad competente. 
Por lo que en ese sentido únicamente se procede a pronunciarse de la ilegalidad o legalidad de la resolución de la Orden de Visita e Inspección, Vigilancia y Verificación ********** y Acta de Inspección, Vigilancia y Verificación circunstanciada **********de fecha treinta de septiembre de dos mil diecinueve, misma que obra a foja de la 14 a la 19 del expediente en el que se actúa.

Ahora bien, se debe de hacer mención, que para una mayor comprensión de la presente resolución, se procede al estudio de los conceptos de impugnación, en un orden diverso al que fueron planteados.

a).- En primer término se procede a pronunciarse respecto de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en su escrito inicial de demanda, mismos que fueron identificados con los números primero, segundo; y en los cuales medularmente se controvierte “La Orden de Visita e Inspección **********”.

Dichos conceptos de impugnación resultan ser inoperantes, ello es así en virtud de las siguientes consideraciones:
Tal y como quedo manifestado en el inciso b) del considerando cuarto de la presente resolución, en la especie se actualizó la causal de improcedencia respecto de  los siguientes actos:

“B).- La orden de Visita e Inspección, vigilancia y verificación ********** emitida por el referido señor **********, Director General de Gobernación, dirigida a “**********”, dando como domicilio ya señalado de este establecimiento. (ANEXO 2 a este escrito)”    

“C).- El Acta de Inspección, vigilancia y verificación circunstanciada **********, acción  de inspección que se verificó el día 17 de septiembre de 2019 por parte de una persona que dijo ser inspector de la Dirección General de Gobernación sin haberse identificado plenamente.” (ANEXO 3 a este escrito).

Lo anterior, en virtud de que al actualizarse la causal de sobreseimiento prevista por el artículo 228, Fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, al quedar acreditado que dichos actos no afectan los intereses jurídicos de la parte actora, ello al no haber demostrado contar con la licencia para la venta de bebidas alcohólicas de conformidad con lo dispuesto por el artículo 3 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, al tratarse de una actividad reglada.

Por lo tanto, al haberse actualizado dicha causal de sobreseimiento, esta Sala Unitaria se encuentra imposibilitada para entrar al estudio de dichos conceptos de impugnación, resultando aplicable el siguiente criterio jurisprudencial:

Época: Octava Época 

Registro: 212468 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 

Núm. 77, Mayo de 1994 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: VI. 2o. J/280 

Página: 77 

SOBRESEIMIENTO DEL JUICIO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO, NO PERMITE ENTRAR AL ESTUDIO DE LAS CUESTIONES DE FONDO.

No causa agravio la sentencia que no se ocupa de los conceptos de anulación tendientes a demostrar las causales de nulidad de que adolece la resolución impugnada, que constituye el problema de fondo, si se declara el sobreseimiento del juicio contencioso-administrativo.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.

b).- De igual manera, se procede a calificar como inoperante por inatendible, el concepto de impugnación identificado como cuarto, ya que el mismo es hecho valer en contra  de “La orden de pago dirigida al Secretario de Finanzas, suscrito  por el Director General de Gobernación, de fecha treinta de septiembre del dos mil diecinueve, e identificado con el número **********, acto del cual se decretó su sobreseimiento en el inciso a) del considerando Cuarto de la presente resolución, en virtud de considerarse que se actualizaba la causal de de improcedencia prevista en la fracción XI del artículo 228 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí en relación con el artículo 7º fracciones I y XI de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultando aplicable el criterio jurisprudencial “SOBRESEIMIENTO DEL JUICIO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO, NO PERMITE ENTRAR AL ESTUDIO DE LAS CUESTIONES DE FONDO”, el cual fue transcrito con anterioridad.
c).-  Por último, y en cuanto al tercer concepto de impugnación, la parte actora refiere conceptos de impugnación en contra de la resolución de fecha treinta de septiembre de dos mil diecinueve, en los cuales medularmente refiere lo siguiente:

Que dicha resolución en el resolutivo segundo, dice “Que el propietario, Encargado y/o Representante Legal del establecimiento con giro de abarrotes con venta de cerveza denominada “**********… y quien se hace acreedor a una multa de 200 uma por la violación al artículo 3 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado”, situación con la cual se genera incertidumbre, falta de seguridad legal o jurídica, pues todo acto administrativo que impone una sanción debe dirigirse a una persona determinada e identificada por su nombre, habida cuenta que en el caso se trata de una multa.

Que en los términos que está la resolución no existe certeza o certidumbre respecto de quien es el obligado al pago de la multa, es decir el “propietario, encargado y/o representante legal” del establecimiento, o por decirlo coloquialmente ”a ver cuál de los tres cae” o ”con quien pega y paga”

Dicho concepto de impugnación resulta ser infundado, ello es así en razón de las siguientes consideraciones:

En primer término debemos de establecer  las disposiciones legales de la Ley de Bebidas Alcohólicas, que tienen relación con este asunto, las cuales, son las siguientes:

“ARTÍCULO 2º. Para los efectos de esta Ley deberá entenderse por:

…

XXXVII. Titular de la licencia: persona física o moral a nombre de la cual se encuentra ésta; y que puede ser el propietario o poseedor del establecimiento;

…”
“ARTÍCULO 35. Para la inspección y vigilancia del cumplimiento de esta Ley, se consideran hábiles las veinticuatro horas de todos los días del año. Las autoridades legalmente competentes podrán, de conformidad con las disposiciones aplicables y en estrictos términos de los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, inspeccionar y verificar los bienes necesarios, con el objeto de comprobar el cumplimiento de las disposiciones legales, para lo cual deberán cumplir, ineludiblemente, las formalidades previstas para las visitas de inspección y verificación.

Las inspecciones se entenderán con el titular de la licencias y, en su ausencia, con su representante legal, el encargado del establecimiento, o con quien se encuentre atendiendo el mismo.”
“ARTÍCULO 57. Las demás infracciones a esta Ley cometidas por los titulares de las licencias, o sus encargados, o personal, serán calificadas por la autoridad estatal o municipal, según sea el caso, y éstas de acuerdo a la gravedad o reincidencia de la falta, podrán imponer indistintamente, una o varias de las siguientes sanciones:

I. Apercibimiento por escrito para que se subsane o corrija la falta, dentro del plazo que fije la autoridad, a partir de la fecha en que sea recibida la notificación;

II. Multa de veinte a doscientas veces el valor diario de la unidad de medida y actualización vigente a la fecha en que se cometa la infracción;

III. Multa de doscientas a mil doscientas veces el valor diario de la unidad de medida y actualización vigente a la fecha en que se cometa la infracción;

IV. Arresto hasta por treinta y seis horas;

V. Clausura parcial o total del establecimiento o de los refrigeradores, hieleras y, en general, de los muebles en que se contengan bebidas alcohólicas, hasta por treinta días, y

VI. Clausura definitiva de los establecimientos y cancelación de la licencia. Cuando se realice en ellos la comisión de alguno de los delitos contra la vida, la integridad corporal y la salud de las personas, y que se haya comprobado la culpabilidad; o negligencia por parte de los propietarios o encargados del establecimiento, en los términos de las leyes aplicables en la materia; y por las violaciones graves a este Ordenamiento.

Para efectos de la aplicación de este artículo, se consideran violaciones graves, la infracción reiterada a las fracciones IV, V, VI y IX del artículo 32 de este Ordenamiento; así como incurrir en los casos señalados en las fracciones I, II y IV del artículo 49 de esta Ley.”
De los artículos anteriormente referidos, se desprende que es Titular de la licencia, la persona física o moral a nombre del cual se encuentre, y que puede ser el propietario o poseedor del establecimiento.
Que para la inspección y vigilancia del cumplimiento de la ley, se podrán realizar las inspecciones, quienes se entenderán con el titular de las licencias y, en su ausencia con su representante legal, el encargado del establecimiento, o con quien se encuentre atendiendo el mismo,

Por último, se manifiesta que las infracciones a la ley cometidas por los titulares de las licencias, o sus encargados o personal, serán calificados por la autoridad estatal o municipal según sea el caso.

Motivo por el cual, es de considerarse que es la propia Ley de Bebidas Alcohólicas, la que establece que tanto las ordenes de inspección y las infracciones se pueden dirigir y realizar  a los propietarios, encargados y/o representantes legales del establecimiento, situación que acontece en el presente asunto, por lo que no genera incertidumbre jurídica al gobernado, al establecerse que es respecto al establecimiento de **********.

Aunado a que es con la propia parte actora, la persona con la que se atendió la diligencia de inspección, y la que acude a promover el presente juicio de nulidad en su carácter de propietario de la tiende abarrotes llamada “**********”, situación que se desprende de los hechos que constituyen los antecedentes de la demanda, resultando pertinente realizar la transcripción en la parte que nos interesa:

“1.- El día 17 del mes de septiembre de 2019 las aproximadamente a las 11:20 horas (sic) se presentaron el domicilio de calle ********** de esta Ciudad en el cual se ubica mi tienda de abarrotes llamada “**********”, un grupo de personas, hombres, diciéndome uno de ellos….”(sic)

Al respecto, resulta aplicable por analogía el siguiente criterio jurisprudencial:
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ORDEN DE VISITA. REQUISITOS QUE DEBE CONTENER, TRATÁNDOSE DE UNA DILIGENCIA DE VERIFICACIÓN ADMINISTRATIVA DE NATURALEZA EXTRAORDINARIA, DE CONFORMIDAD CON LO DISPUESTO POR EL ARTÍCULO 16 CONSTITUCIONAL Y 18 DEL REGLAMENTO DE VERIFICACIÓN ADMINISTRATIVA PARA EL DISTRITO FEDERAL.

De conformidad con lo dispuesto por el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos todo acto de molestia que se dirija al gobernado debe cumplir con los requisitos que al efecto establece dicho numeral, así como con los que consignan las leyes respectivas, en el supuesto examinado, los que prevé el artículo 18 del Reglamento de Verificación Administrativa para el Distrito Federal; por ende, la orden de verificación administrativa de naturaleza extraordinaria, debe cumplir con los siguientes requisitos: a) que conste por escrito; b) que sea emitida por autoridad competente, debiendo expresar el cargo y nombre y contener la firma autógrafa de quien la expida; c) que se funde y motive la causa legal del procedimiento; d) que exprese el lugar o lugares en donde deba efectuarse la visita; e) que precise el nombre, denominación o razón social de la persona o personas a las cuales se dirige; f) que se sujete a lo dispuesto por las leyes respectivas; g) que señale el nombre de la persona o personas que deban efectuarla y el número de su credencial; h) que indique el lugar y fecha de expedición de la orden; i) que cite el número del expediente que le corresponda; j) que establezca el objeto y alcance de la misma; k) que precise el número telefónico del sistema a que se refiere el artículo 9o. del Reglamento de Verificación Administrativa para el Distrito Federal y, por último, m) que señale la autoridad a la cual se puede dirigir el visitado para formular quejas sobre la visita de verificación, especificando el domicilio de ella. Por tanto, si en una orden de visita de verificación extraordinaria se omite señalar alguno de esos datos resulta violatoria de lo dispuesto por el artículo 16 de la Constitución General de la República, toda vez que el cumplimiento de esos requisitos no es discrecional. Sin embargo, debe inferirse que esa regla general tiene como supuesto que se trate de negociaciones que funcionan regularmente, es decir, que cuentan con licencia y hubieren presentado su declaración de apertura, pues de lo contrario sería imposible para la autoridad contar con los datos relativos al nombre del propietario de la negociación que se pretenda visitar o del representante legal, si es una persona moral, lo que justifica que, en esos casos, sí pueda dirigirse la orden al propietario, poseedor, representante legal y/o encargado del inmueble visitado, ya que de estimar lo contrario, se haría nugatoria la facultad de la autoridad para revisar este tipo de lugares.

Motivo por el cual, es de considerarse infundado el concepto de impugnación, hecho valer por la parte actora, en virtud de que no le causa perjuicio, ni incertidumbre jurídica, el que la resolución impugnada se encuentre dirigida al “propietario, Encargado y/o Representante Legal del Establecimiento con giro de abarrotes con venta de cerveza denominado “**********”, ya que como se ha sostenido con anterioridad, en el propio artículo 52 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado establece que se podrá infraccionar a los titulares de las licencias, o sus encargados, o personal; aunado a que es la propia parte actora la que acude a juicio en tiempo y forma, como propietario de la negociación anteriormente referida; por lo que con fundamento en lo dispuesto por el artículo 251 del Código Procesal Administrativo, se declara la LEGALIDAD del acto impugnado consistente en la resolución de fecha treinta de septiembre del dos mil diecinueve, respecto de la Orden de Visita e Inspección, Vigilancia y Verificación ********** y Acta de Inspección, vigilancia y Verificación Circunstanciada **********.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 1° párrafo segundo 7° fracción I Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con los artículos 248, 249, y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se declara el sobreseimiento del juicio respecto a “La orden de Visita e Inspección, vigilancia y verificación **********”, ”El Acta de Inspección, vigilancia y verificación circunstanciada **********”, y “El Oficio ********** de fecha 30 de septiembre de 2019”, ello de acuerdo con los fundamentos y motivos expuestos en el considerando Cuarto, de la presente resolución.
TERCERO.- Se declara la LEGALIDAD del acto impugnado consistente en la resolución de fecha treinta de septiembre del dos mil diecinueve, respecto de la Orden de Visita e Inspección, Vigilancia y Verificación ********** y Acta de Inspección, vigilancia y Verificación Circunstanciada **********ello de acuerdo con las consideraciones fundamentos y motivos expuestos en el Considerando Sexto de la presente Sentencia.

CUARTO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por oficio a las Autoridades Demandadas.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Manuel Ignacio Varela Maldonado, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano, que autoriza y da fe.-
“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.”
